Radicación: 66001-31-87-003-2018-00085-01

Accionante: Jorge Eliécer López Correa

Accionado: AFP Protección 

Decisión: Revoca y tutela petición

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS DE LA RESPUESTA / TÉRMINOS PARA CONTESTAR EN MATERIA PENSIONAL.

… el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante, y debe cumplir con los siguientes requisitos: “1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición”. (…)

… debe recordarse que el Órgano de Cierre en materia Constitucional, a partir de la sentencia SU-975 de 2003… realizó una interpretación respecto a los términos con que cuentan las entidades encargadas del tema pensional en Colombia para resolver de fondo las peticiones sobre ese tema, postura reiterada en reciente decisión en donde señaló que los plazos máximos establecidos para ese fin son: 

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste – en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo…
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ASUNTO:
Procede la Sala a pronunciarse en torno a la impugnación interpuesta por el señor JORGE ELIÉCER LÓPEZ CORREA, accionante en el presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 8 de octubre de 2018, mediante el cual decidió declarar la improcedencia de la solicitud de amparo constitucional deprecada por el recurrente en contra de la AFP PROTECCIÓN y el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL.
ANTECEDENTES:
El señor López Correa instauró acción de tutela en contra de la AFP PROTECCIÓN y el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, al considerar vulnerado su derecho fundamental a la seguridad social. Los hechos jurídicamente relevantes narrados en su libelo petitorio se pueden relacionar así: 
· Mediante correo electrónico del 20 de noviembre del año 2017, complementado por el mismo medio el 12 de diciembre de esa anualidad, el señor JORGE ELIÉCER solicitó ante la AFP PROTECCIÓN un reconocimiento pensional por vejez. 
· El 18 de abril de 2018 el señor JORGE ELIÉCER radicó en la AFP PROTECCIÓN un derecho de petición pidiendo información sobre el estado de su petición inicial, a lo cual recibió respuesta en la que esta última entidad le indicó que había inconsistencias en el período laboral comprendido entre el 13 de mayo de 1974 y 30 de abril de 1976, básicamente por la falta de pago o emisión del bono pensional por parte del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL por ese ciclo. 
· Aunado a lo anterior, la AFP PROTECCIÓN le indicó al actor mediante oficio del 15 de mayo de 2018 que para poder proceder con el estudio de la prestación económica reclamada, es necesario una reconstrucción de su historia laboral por los tiempos laborados con el MINISTERIO DE DEFENSA.   
· Desde la fecha en que se instauró la solicitud de reconocimiento pensional hasta aquella en que se interpuso la acción de tutela habían transcurrido 10 meses, tiempo que el señor JORGE ELIÉCER considera suficiente para que se hubieran resuelto los inconvenientes presentados con su historia laboral.  

PRETENSIONES:

De conformidad con los hechos narrados atrás, formuló el accionante las siguientes:

· Que se tutelen sus derechos fundamentales a la igualdad, debido proceso, seguridad social, dignidad humana y petición.
· Que se ordene el pago de su derecho pensional con su correspondiente retroactivo.  

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
· Admisión: 

El Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 25 de septiembre de 2018 y ordenó la notificación y traslado del libelo petitorio a la AFP PROTECCIÓN PENSIONES Y CESANTÍAS y el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, con el fin de que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción.
· Intervenciones:

Dentro del término de traslado se pronunciaron ambas entidades en los siguientes términos: 
El Representante Legal Judicial de la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías PROTECCIÓN S.A. manifestó que, como el señor JORGE ELIÉCER se trasladó en algún momento de régimen, se generó en su favor el derecho a un bono pensional, que es el título a través del cual se le reconocen al afiliado los períodos cotizados con anterioridad al traslado de régimen, y de esta manera validar el total de semanas cotizadas a favor del afiliado, así como el valor real del bono pensional. 

En ese orden de ideas, esa AFP le solicitó al MINISTERIO DE DEFENSA el correspondiente pago del bono pensional del accionante, por ser esa la entidad emisora de dicho título, así pues, sólo hasta cuando esa Cartera Ministerial le pague a la AFP el valor correspondiente al bono, y el mismo sea acreditado en su cuenta de ahorro individual, se puede dar paso al estudio de la prestación reclamada. 

Sin embargo, resaltó la AFP demandada que el MINISTERIO DE DEFENSA se ha escudado en una falta de presupuesto para reconocer y pagar sus obligaciones, aun cuando tiene opciones administrativas de manejo del presupuesto que le permitirían asumir de manera inmediata la obligación. 
Así las cosas, puntualizó que es necesaria la intervención de la judicatura para que se le ordene al MINISTERIO DE DEFENSA que proceda con el reconocimiento y pago de la cuota parte del bono pensional del señor JORGE ELIÉCER, para que así pueda esa AFP definir de fondo la solicitud pensional incoada por este, pues de lo contrario es jurídicamente imposible analizar cualquier requerimiento como el pretendido por el actor. 

El Ministerio de Defensa, por su parte, a través de la Coordinadora del Grupo de Prestaciones Sociales indicó que las AFP deben cumplir con un procedimiento administrativo previo para lograr la liquidación, emisión, expedición y negociación de los bonos pensionales, trámite que no ha sido agotado por la AFP PROTECCIÓN; empero aseguró que una vez se radique allí la correspondiente solicitud se entrará a verificar la información para determinar si están dados los presupuestos legales para el reconocimiento y pago del bono pensional. 
· Sentencia: 

Una vez analizado el contenido fáctico de la solicitud, el Despacho de conocimiento decidió declarar improcedente la solicitud de amparo constitucional, al precisar que el accionante tiene a su alcance otros mecanismos de defensa judiciales para dirimir el asunto propuesto en esta acción.  

IMPUGNACIÓN:
Una vez enterado de la decisión, y encontrándose dentro del término, el señor JORGE ELIÉCER presentó un escrito mediante el cual la impugnó. Señaló que acudió a la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
Por otra parte, indicó el recurrente que, contrario a lo sostenido por el Juez A Quo, él sí cumplió con el requisito de procedibilidad de la acción de tutela, el cual quedó surtido con la presentación del derecho de petición mediante el cual le pidió a la AFP que resolviera de fondo la solicitud de pago de las acreencias a las que tiene derecho. 
Así mismo, el accionante hizo alusión a una serie de antecedentes jurisprudenciales en los cuales la Corte Constitucional se ha referido al reconocimiento de derechos pensionales en sede de tutela, como la Sentencia C-367 de 1995, T-453 de 1992 y T-671 de 2000; y otras sobre el derecho de petición. 

Respecto de este último, mencionó el actor que quien eleva solicitud ante una autoridad, tiene derecho a obtener una respuesta oportuna, de fondo, clara y precisa, y en un término que no sobrepase los 15 días, según los postulados del artículo 6º del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Por último, puntualizó el recurrente que es una persona de la tercera edad y por ende sujeto de especial protección constitucional; además tiene personas bajo su cargo que se están viendo afectadas ante la situación que él atraviesa en la actualidad, por no contar con recursos económicos suficientes para prodigarse su sustento diario.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la entidad accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la parte accionante, de manera que deba revocarse el fallo de primer grado, o si por el contrario le asistió razón al Juez A Quo al afirmar que no es este el escenario a través del cual se puedan debatir ese tipo de asuntos por no haberse cumplido con el requisito de subsidiariedad.
· Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, y estricto, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Sobre el derecho fundamental de petición:

El artículo 23 de nuestra Constitución Política la cual establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante, y debe cumplir con los siguientes requisitos: “1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.”

Caso concreto: 

En el caso que ocupa la atención de la Colegiatura, se parte de un hecho cierto, y es que en efecto, para poder obtener un reconocimiento pensional, el señor JORGE ELIÉCER tiene a su alcance otros mecanismos de defensa judicial, por lo que no puede la Judicatura conceder el amparo en los términos por el propuestos, dado que escapa de la órbita de acción de los jueces constitucionales al no encontrarse acreditado el perjuicio irremediable al que dice estar expuesto, y porque ello exigiría análisis de tipo reglamentario y no de naturaleza iusfundamental; sin embargo, no puede la Sala desconocer que el accionante lleva más de 10 meses esperando obtener una respuesta de fondo acerca de la petición que en idéntico sentido instauró ante su AFP, la cual se materializaría únicamente con la expedición de un acto administrativo donde se defina lo concerniente al derecho prestacional que reclama, con independencia de si el resultado es favorable o no a sus intereses. 
Para afianzar lo dicho, debe recordarse que el Órgano de Cierre en materia Constitucional, a partir de la sentencia SU-975 de 2003 la Corte Constitucional realizó una interpretación respecto a los términos con que cuentan las entidades encargadas del tema pensional en Colombia para resolver de fondo las peticiones sobre ese tema, postura reiterada en reciente decisión
 en donde señaló que los plazos máximos establecidos para ese fin son: 

“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste – en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.

(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001.

Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenazan la vulneración del derecho a la seguridad social…” 
.

Así las cosas, se itera, en el presente caso han pasado algo más de diez meses desde que se interpusiera la petición de reconocimiento pensional, circunstancia que a la luz de lo expuesto hasta ahora, resulta suficiente para determinar que al señor JORGE ELIÉCER LÓPEZ CORREA le asiste razón en cuanto afirma que la demandada ha vulnerado su derecho fundamental de petición, por cuanto hasta ahora su solicitud no ha sido resuelta por parte de la AFP PROTECCIÓN, ni siquiera en el sentido de informarle las razones por las cuáles no se ha procedido a cumplir la referida decisión laboral.

Ahora bien, la entidad accionada en su defensa ha argumentado que se ha visto imposibilitada para hacer un estudio sobre el caso del actor, dado que el MINISTERIO DE DEFENSA ha dilatado la emisión del bono pensional necesario para determinar la totalidad de cotizaciones efectuadas al SGSS y con esa certeza entrar a tomar una decisión de fondo.  
A pesar de lo anterior, el argumento traído por la encartada no puede ser de recibo, porque el artículo 48 del Decreto #1748 de 1995, señala en su tenor literal que: “Corresponde a las entidades administradoras adelantar, por cuenta del afiliado pero sin ningún costo para éste, las acciones y procesos de solicitud de bonos pensionales y de pago de los mismos cuando se cumplan los requisitos establecidos para su redención.”
En efecto, la AFP PROTECCIÓN aseguró que ya había incoado ante el MINISTERIO DE DEFENSA la correspondiente solicitud del bono pensional en favor de su afiliado, lo que ocurre es que tal aserción no fue acreditada con ningún documento, y que contrario a ello, la aludida Cartera Ministerial señaló que en su sistema de gestión documental no registraba ninguna solicitud relacionada con el señor JORGE ELIÉCER. 
Atendiendo el panorama en que nos encontramos entonces, la Colegiatura anuncia que revocará la decisión de primera instancia, para en su lugar conceder la solicitud de amparo reclamada respecto del derecho de petición, reiterando que no es viable ordenar, tal como solicita el recurrente, el reconocimiento pensional y el retroactivo que pretende, por cuanto lo dicho por el Juez de primer nivel en ese sentido fue acertado, al determinar que no es esta acción un mecanismo alternativo al que contempla la ley para dirimir ese tipo de controversias que requieren un estudio probatorio que además de no obrar en el expediente, tampoco resulta viable en el perentorio término de resolución de una acción de tutela, pues con ello se estaría desconociendo el principio de subsidiariedad que caracteriza este tipo de acción, y que sólo se puede evadir cuando se encuentre ostensiblemente demostrado que ante la no intervención del juez constitucional, quien la invoca se vería enfrentado a un perjuicio irremediable.  

En concordancia con lo dicho hasta ahora, esta Colegiatura le ordenará a la AFP PROTECCIÓN que en el término de 72 horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, eleve una solicitud formal con destino al MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, tendiente a resolver lo concerniente al bono pensional del señor JORGE ELIÉCER, si es que le asiste tal derecho. Ahora bien, deberá el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, en un término que no supere los 15 días hábiles, a partir de la recepción de la solicitud presentada por la AFP, a dar una respuesta de fondo respecto al asunto. Finalmente, una vez obtenido el resultado del trámite del bono pensional, deberá la AFP PORVENIR, dentro de los 15 días hábiles subsiguientes proferir el acto administrativo a que haya lugar, relacionado con la solicitud de reconocimiento pensional por vejez instaurada por el señor JORGE ELIÉCER LÓPEZ CORREA. 

DECISIÓN:
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE: 

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 8 de octubre de 2018, para en su lugar TUTELAR el derecho fundamental de petición del señor JORGE ELIÉCER LÓPEZ CORREA.

SEGUNDO: ORDENAR a la AFP PROTECCIÓN que en el término de 72 horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, eleve una solicitud formal con destino al MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, tendiente a resolver lo concerniente al bono pensional del señor JORGE ELIÉCER LÓPEZ CORREA, si es que le asiste tal derecho. 

TERCERO: ORDENAR al MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, que en un término que no supere los 15 días hábiles, a partir de la recepción de la solicitud presentada por la AFP, proceda a dar una respuesta de fondo respecto al bono pensional del señor JORGE ELIÉCER LÓPEZ CORREA. 

CUARTO: ORDENAR A LA AFP PROTECCIÓN S.A que, una vez obtenido el resultado del trámite del bono pensional, proceda, dentro de los 15 días hábiles subsiguientes, a proferir el acto administrativo a que haya lugar, relacionado con la solicitud de reconocimiento pensional por vejez instaurada por el señor JORGE ELIÉCER LÓPEZ CORREA. 

QUINTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Sentencia T-377 de 2000.


� Sentencia T-238 de 2017


� SU-975 de octubre 23 de 2003, M. P. Manuel José Cepeda Espinosa.
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